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I. Introducción
El proyecto de la Suprema Corte bonaerense contiene una arquitectura seria para incorporar inteligencia artificial al Poder
Judicial. Su debilidad no está en la falta de principios, sino en una contradicción central: mientras prohíbe delegar la valoración
de la prueba y el razonamiento jurídico, también contempla sistemas capaces de asistir precisamente en esas funciones. Cuando
la tecnología comienza a incidir en la formación de una sentencia, una reglamentación interna ya no parece suficiente.
La Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires puso en conocimiento, mediante la res. SC 1719/2026, un proyecto
de reglamento para el desarrollo y uso responsable de inteligencia artificial dentro de la Administración de Justicia.
Hasta que se apruebe su versión definitiva, el documento tiene carácter orientador y no vinculante. No se trata, sin embargo, de
una mera declaración de buenas intenciones. El proyecto regula el ciclo de vida completo de los sistemas, crea una autoridad de
aplicación, clasifica las herramientas según su riesgo, establece análisis de impacto, dispone planes piloto y auditorías periódicas,
impone deberes a los operadores judiciales y contiene reglas específicas sobre transparencia, protección de datos y seguridad
informática.
Utilizo inteligencia artificial de manera cotidiana e intensiva. No parto, por lo tanto, de una resistencia sentimental frente a la
tecnología ni de la pretensión de conservar un ejercicio artesanal del derecho.
La IA puede ordenar grandes volúmenes de información, elaborar cronologías, detectar inconsistencias, localizar antecedentes,
comparar documentos y reducir drásticamente el tiempo destinado a tareas mecánicas. Rechazar esas posibilidades sería tan
sensato como volver al expediente cosido porque la firma digital produce cierta desconfianza estética.
Pero una herramienta que potencia el trabajo también puede amplificar los errores de quien la utiliza. Puede omitir un hecho
decisivo, seleccionar antecedentes inconvenientes, inventar una cita o sostener una conclusión equivocada con una seguridad
verbal impecable.
En el ejercicio privado, esos riesgos obligan al profesional a revisar sus métodos. En el Poder Judicial, además, comprometen
el debido proceso, el derecho de defensa y la legitimidad de la decisión estatal.
II. Un proyecto ambicioso y, en varios aspectos, acertado
El proyecto distingue tres categorías: sistemas de bajo riesgo, sistemas de alto riesgo y sistemas prohibidos o expresamente
restringidos.
Dentro del primer grupo incluye la gestión y clasificación documental, la programación de audiencias, la anonimización de
resoluciones, la transcripción automática, la traducción, los chatbots de información general, la elaboración de estadísticas y
la corrección ortográfica o gramatical.
Ese es el campo más evidente para una incorporación progresiva de inteligencia artificial.
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No existe ninguna razón seria para obligar a un empleado judicial a realizar manualmente una tarea repetitiva que una
herramienta puede ejecutar con mayor velocidad y consistencia. La tecnología debe servir para reducir trabajos mecánicos y
liberar tiempo humano para aquellas actividades que requieren análisis, prudencia y responsabilidad.
El proyecto también establece controles relevantes.
Los sistemas de alto riesgo necesitan un análisis de impacto algorítmico favorable, un informe de la Comisión de Gobernanza,
autorización expresa de la Suprema Corte, supervisión humana, mecanismos de impugnación, inscripción en un repositorio
público y monitoreo continuo. Deben comenzar mediante planes piloto en entornos controlados y, una vez desplegados, quedar
sometidos a evaluaciones y auditorías periódicas. Los informes de auditoría serán públicos y podrán recomendar mejoras,
suspensión o desmantelamiento.
También se prohíbe utilizar versiones gratuitas de chatbots generales para funciones jurisdiccionales o para tratar información
judicial. Los operadores deben conocer las limitaciones de cada herramienta, verificar que haya sido autorizada, contrastar sus
resultados con fuentes fiables y reportar incidentes, sesgos o alucinaciones.
Es un avance importante. El proyecto reconoce que la inteligencia artificial ya está siendo utilizada, formal o informalmente, y
que ignorarla no la hará desaparecer. Entre prohibir lo inevitable y regularlo existe, por fortuna, un espacio para el derecho.
III. La contradicción central del proyecto
La mayor dificultad aparece al leer conjuntamente tres disposiciones.
El art. 7 de la resolución establece que la función jurisdiccional es indelegable e insustituible. Prohíbe, bajo cualquier
circunstancia, delegar en una IA la resolución del proceso, la valoración de la prueba o la construcción del razonamiento jurídico
que fundamenta una sentencia.
El art. 26 del proyecto exige prescindir de herramientas de IA para valorar medios probatorios, escrutar hechos, realizar juicios
de valor y resolver problemas jurídicos de fondo. También impide utilizarlas para aplicar el ordenamiento, motivar o adoptar
decisiones cuando sus respuestas constituyan el fundamento único o determinante.
Sin embargo, el art. 18 califica como sistemas de alto riesgo, y permite utilizar bajo ciertas condiciones, aquellos que asisten
funciones críticas de la actividad jurisdiccional, incluyendo:
- la interpretación de normas;
- la valoración de pruebas;
- la predicción de resultados de litigios;
- el análisis de jurisprudencia;
- la generación de propuestas de resolución o sentencia.
La disposición agrega que sus resultados se emplearán exclusivamente como "apoyo informativo" y que la decisión final
continuará siendo responsabilidad de la persona juzgadora.
La tensión es evidente.
Si debe prescindirse de IA para valorar pruebas, no se comprende cómo puede autorizarse un sistema de alto riesgo que "asista"
en la valoración de pruebas.
Si no puede utilizarse para resolver problemas jurídicos de fondo, tampoco resulta claro hasta dónde puede llegar una
herramienta que interpreta normas o genera una propuesta de sentencia.
Y si la construcción del razonamiento jurídico no puede delegarse, la simple afirmación de que la respuesta algorítmica será un
"apoyo informativo" no resuelve dónde termina la asistencia y dónde comienza la sustitución.
No parece un problema meramente terminológico. Es el núcleo de la regulación.
IV. La decisión final humana no resuelve todo
El proyecto insiste en que la decisión final siempre corresponderá al juez. La afirmación es correcta, pero insuficiente.
La firma permite atribuir jurídicamente la resolución al magistrado. No demuestra por sí sola que el razonamiento haya sido
construido por él.
Un sistema puede ordenar los hechos, identificar cuáles considera relevantes, seleccionar jurisprudencia, sugerir la
interpretación normativa aplicable y generar un proyecto completo. El juez podría leerlo, corregir algunas expresiones y
firmarlo.
La decisión sería formalmente humana. Su arquitectura intelectual podría no serlo.
El problema no consiste únicamente en evitar que una máquina emita autónomamente una sentencia. Ese supuesto extremo
es sencillo de prohibir y probablemente poco frecuente. La dificultad real aparece en las formas parciales de dependencia:
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qué hechos fueron destacados, qué argumentos fueron omitidos, qué precedentes fueron seleccionados y cuánto condicionó la
primera respuesta generada al juicio posterior del magistrado.
La automatización no necesita ser plena para influir decisivamente.
Por eso el texto definitivo debería abandonar cualquier zona gris. La valoración de la prueba, el escrutinio de los hechos,
los juicios de credibilidad, la ponderación de derechos y la elección de la solución jurídica deberían quedar fuera del ámbito
permitido, y no solamente sometidos a una categoría de "alto riesgo".
La IA puede ordenar y presentar información. No debería valorarla en lugar del juez.
V. Un deber de transparencia que debe conservarse
El régimen de transparencia es uno de los puntos más sólidos del proyecto.
El art. 29 no se limita a exigir una advertencia genérica. Ordena informar expresamente el uso de IA generativa en labores
institucionales y, cuando la herramienta haya impactado en la adopción o emisión de decisiones sustanciales, exige identificar:
- la herramienta;
- el modelo;
- la empresa proveedora;
- la fecha de utilización;
- la finalidad;
- el modo en que fue empleada;
- la ubicación de los resultados incorporados.
Incluso dispone que los textos producidos directamente por la herramienta sean identificados mediante comillas, negrita, cursiva
u otro formato distintivo.
Esta disposición debe mantenerse.
Las partes tienen derecho a saber que la resolución que las afecta fue elaborada con asistencia de inteligencia artificial. La
utilización de la tecnología no puede quedar oculta dentro del método de trabajo del tribunal.
El proyecto también prevé un repositorio público con información sobre cada sistema: nombre, proveedor, versión, finalidad,
tipo de datos utilizados, carácter propietario o abierto del modelo, análisis de impacto, auditorías y mecanismos de impugnación.
Es una arquitectura de transparencia considerablemente más exigente que la habitual dentro de las instituciones públicas.
Pero todavía queda un problema.
La norma parece especialmente orientada a identificar productos o fragmentos incorporados de manera directa. Una herramienta
puede influir en el razonamiento sin que su texto sea reproducido literalmente. Puede sugerir una estructura, destacar
determinados hechos, descartar hipótesis o dirigir la búsqueda jurídica, y luego desaparecer detrás de una redacción íntegramente
modificada por el operador.
No todo condicionamiento algorítmico deja una frase para marcar en cursiva.
La trazabilidad debería permitir reconstruir no solo qué texto fue copiado, sino qué función cumplió el sistema dentro del
proceso decisorio.
VI. El derecho a impugnar todavía carece de procedimiento
El proyecto reconoce reiteradamente la necesidad de que existan mecanismos accesibles de impugnación. El art. 18 los exige
como condición para autorizar sistemas de alto riesgo, y el art. 30 dispone que el repositorio debe indicar si las decisiones
adoptadas con apoyo del sistema son impugnables y cuál es el mecanismo correspondiente.
Lo que no establece es el procedimiento. No define:
- quién puede solicitar acceso a los registros;
- ante qué órgano debe hacerlo;
- qué grado de sospecha debe acreditar;
- qué información debe exhibirse;
- quién conserva los prompts, respuestas y versiones;
- cómo se distribuye la carga de la prueba;
- qué recurso procede contra una negativa;
- qué consecuencia produce el incumplimiento del deber de informar;
- cuándo corresponde declarar la nulidad de la resolución.
No es una omisión menor.
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Reconocer que una decisión es impugnable sin regular cómo puede impugnarse equivale a reconocer un derecho y dejar su
llave dentro del edificio.
La parte no debería obtener acceso irrestricto a cualquier registro técnico por mera curiosidad. Pero, cuando señale un aspecto
concreto y existan indicios objetivos de error, omisión o dependencia algorítmica, debe poder conocer qué instrucciones recibió
el sistema, qué respuestas produjo y cómo fueron utilizadas.
La carga inicial puede recaer sobre quien cuestiona la resolución. Sin embargo, una vez acreditada una sospecha razonable, el
tribunal debería exhibir la información que se encuentra bajo su exclusivo control.
Cuando la IA haya intervenido sustancialmente en el razonamiento y ese uso haya sido ocultado, o cuando la falta de trazabilidad
impida verificar cómo se formó la decisión, la consecuencia debería ser la nulidad.
No porque toda utilización de IA vuelva inválido un acto judicial. Puede haberse utilizado para clasificar documentos, corregir
errores o elaborar una cronología. La nulidad debe vincularse con la intervención sustancial o con la imposibilidad de ejercer
una contradicción efectiva.
La lesión no consiste necesariamente en demostrar que el resultado habría sido distinto. Consiste en haber sido sometido a una
decisión cuyo proceso de formación no puede conocerse ni controlarse.
VII. La Suprema Corte no debería controlarse exclusivamente a sí misma
El proyecto crea una Comisión de Gobernanza integrada por las Secretarías de Planificación, Tecnología Informática y Servicios
Jurisdiccionales de la propia Suprema Corte.
La Comisión puede solicitar colaboración a colegios profesionales, universidades, empresas y expertos externos. Sin embargo,
esa intervención es facultativa. La clasificación de las herramientas, la autorización, el monitoreo y buena parte del control
permanecen dentro de la estructura judicial.
La Secretaría de Tecnología Informática, a su vez, debe implementar los sistemas, gestionar los datos, realizar pruebas, garantizar
la trazabilidad, detectar incidentes y efectuar auditorías periódicas. La aprobación final corresponde a la Suprema Corte, a
propuesta de la Comisión.
Esto produce una concentración institucional difícil de ignorar.
La misma organización propone las herramientas, las aprueba, las utiliza, las supervisa y evalúa sus fallas. La posibilidad de
pedir asesoramiento externo no equivale a un control independiente.
La auditoría externa obligatoria aparece expresamente solo en un supuesto especialmente sensible: sistemas de predicción
del riesgo de reincidencia con efectos vinculantes sobre decisiones de libertad, y aun allí se exige además una norma legal
habilitante.
La regla debería ser más amplia.
Los sistemas de alto riesgo deberían estar sometidos a auditorías externas independientes. El órgano encargado de controlar
tendría que contar con facultades reales para suspender o prohibir herramientas, sin limitarse a recomendar medidas que luego
serán evaluadas por la misma institución interesada en continuar utilizándolas.
La independencia judicial también exige independencia respecto de las herramientas que condicionan su trabajo.
VIII. El límite de la superintendencia
La Suprema Corte posee facultades indiscutibles para organizar el funcionamiento interno del Poder Judicial, modernizar su
infraestructura, aprobar herramientas administrativas y dictar protocolos de seguridad.
El propio proyecto invoca sus atribuciones de superintendencia y la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Pero esa misma ley realiza una distinción que no debería pasar inadvertida. El art. 32 autoriza a la Suprema Corte a dictar
reglamentaciones conducentes al ejercicio de las funciones conferidas por las leyes y su reglamento interno. En otro inciso, le
atribuye la facultad de proponer al Poder Ejecutivo reformas de procedimiento.
La diferencia es relevante.
Regular qué herramienta puede utilizar un empleado para clasificar expedientes pertenece claramente al ámbito interno.
Determinar cómo debe informarse a las partes, cómo se conserva la prueba del uso de IA, qué pueden impugnar, qué carga
probatoria soportan y qué consecuencias produce la infracción ya ingresa en el terreno procesal.
Y autorizar sistemas que intervienen en la interpretación normativa, la valoración de prueba o la elaboración de propuestas de
sentencia se acerca todavía más al núcleo de la función jurisdiccional.
No sostengo que todo el proyecto sea inválido ni que la Suprema Corte deba abstenerse de regular cualquier uso de inteligencia
artificial.
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La reglamentación es necesaria para los aspectos administrativos, técnicos y de seguridad. También puede funcionar como una
medida preventiva mientras se desarrolla una regulación más amplia.
Pero no debería bastar para legitimar la intervención sustancial de IA en la formación de decisiones judiciales. Allí hace falta
una ley dictada por el órgano legislativo competente.
La consulta participativa mejora el proyecto. No reemplaza el debate legislativo ni modifica la distribución constitucional de
competencias. Escuchar opiniones es saludable; recibirlas mediante un formulario no equivale a sancionar una ley, por más que
la burocracia tenga debilidad por confundir participación con legitimidad.
IX. Los planes piloto no deben crear hechos consumados
El proyecto exige que todos los sistemas de alto riesgo comiencen mediante un plan piloto en un entorno controlado. Sus
resultados deben documentarse y considerarse antes de decidir su despliegue a gran escala.
El mecanismo es razonable, pero necesita límites adicionales.
Mientras no exista una ley específica, los pilotos deberían circunscribirse a tareas administrativas o auxiliares. Tendrían que
contar con plazo determinado, evaluación externa y publicación de sus objetivos, resultados, errores e incidentes.
Al concluir la prueba, el sistema debería quedar suspendido hasta una nueva autorización expresa.
De lo contrario, el proyecto piloto corre el riesgo de convertirse en política permanente por simple inercia. El Estado posee una
notable capacidad para declarar provisoria una práctica y luego conservarla hasta que nadie recuerde cuándo comenzó.
Experimentar con una herramienta es legítimo. Experimentar con las garantías de las partes no lo es.
X. Datos, peritos y proveedores
El proyecto también regula problemas que exceden la actuación de los jueces.
Prohíbe introducir información confidencial en herramientas públicas o comerciales cuyos términos permitan reutilizar los datos
para entrenar modelos o facilitar el acceso de terceros. Al mismo tiempo, admite proveedores externos y servicios en la nube
cuando cumplan estándares legales y de seguridad.
La solución definitiva debería avanzar hacia un control institucional más estricto: cifrado, segregación, prohibición contractual
de reutilización, registro de accesos y auditorías independientes.
En materia pericial, el proyecto exige que el experto valide la metodología, evalúe críticamente los resultados, asuma
personalmente las conclusiones y suscriba el dictamen. También prohíbe generar prueba sintética o automatizada.
Son previsiones correctas. Ningún perito debería poder ampararse en la opacidad del sistema que utilizó. Si no comprende ni
puede defender una conclusión, tampoco debería firmarla.
Los proveedores, por su parte, deben quedar sujetos a obligaciones concretas de seguridad, confidencialidad, trazabilidad y
responsabilidad por los daños causados por sus incumplimientos. La innovación tecnológica no puede transformarse en una
cadena de contratos diseñada para que, al final, nadie responda.
XI. Lo que debería establecer una futura ley
La demora legislativa ya no puede justificarse únicamente por la velocidad del cambio tecnológico.
Mientras el legislador espera una estabilidad técnica que probablemente nunca llegue, las prácticas se incorporan, se normalizan
y terminan condicionando la regulación futura. Cuando la ley finalmente aparece, suele encontrarse frente a hechos consumados.
Una futura ley debería contener, como mínimo:
- una delimitación precisa entre funciones administrativas, auxiliares y jurisdiccionales;
- una lista de usos permitidos, prohibidos y sujetos a autorización;
- la prohibición de utilizar IA para valorar credibilidad, determinar hechos, ponderar prueba o escoger la solución jurídica;
- reglas procesales sobre información, trazabilidad, acceso a registros, carga probatoria, impugnación y nulidad;
- auditoría externa obligatoria para sistemas de alto riesgo;
- requisitos de seguridad, infraestructura y tratamiento de datos;
- responsabilidad de operadores, Estado y proveedores;
- condiciones, plazos y publicidad de las experiencias piloto.
La reglamentación judicial podría luego ocuparse de los detalles técnicos, protocolos y actualizaciones. Pero el contenido
esencial no debería quedar librado exclusivamente a la institución que utilizará y controlará las herramientas.
Conocer la herramienta obliga a exigirle límites
Cuanto más utilizo inteligencia artificial, más evidente me resulta su potencial. También más visibles se vuelven sus límites.
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Estos sistemas pueden elaborar un análisis brillante y, pocos segundos después, inventar un antecedente con exactamente el
mismo tono de seguridad. Pueden mejorar enormemente el trabajo de quien comprende, verifica y decide. También pueden
ofrecer una coartada perfecta para quien acepta una respuesta convincente antes de construir un criterio propio.
El proyecto de la Suprema Corte es un paso serio y necesario. Tiene más profundidad, transparencia y cautelas que muchas
regulaciones tecnológicas. Precisamente por eso, sus contradicciones deben resolverse antes de que adquiera carácter vinculante.
No se trata de cerrar las puertas de los tribunales a la inteligencia artificial. Se trata de establecer qué puede hacer, qué no puede
hacer y quién responde cuando cruza ese límite.
La eficiencia judicial no puede comprarse al precio de reducir garantías constitucionales. La Justicia puede experimentar con
herramientas, pero no con los derechos de quienes litigan.
La Justicia puede automatizar tareas, pero no delegar su responsabilidad.
(*) Abogado egresado de la Universidad de Belgrano. Especializado en Derecho Empresarial por la Universidad de Santiago
de Compostela (España). Contador público. Desde hace 15 años ejerce la profesión, asesorando a particulares y empresas, con
enfoque práctico y una mirada crítica del entorno jurídico.

Fin del documento © 2026 Thomson Reuters.


